TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUSENCIA DEFECTO FACTICO / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE - No se configura / CAUSAL EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD - Culpa exclusiva de la víctima
Corresponde a la Sala determinar si con ocasión de la providencia censurada, la Sección Tercera, Subsección “C” del Consejo de Estado, ¿incurrió en defecto fáctico por indebida valoración de la sentencia absolutoria, proferida en el proceso penal, en beneficio del [actor]?. La autoridad demandada, ¿recayó en desconocimiento del precedente al omitir las disquisiciones efectuadas por la Sección Tercera – Subsección “A” del Consejo de Estado en providencia de 26 de abril de 2017, en punto de la culpa exclusiva de la víctima? (…) La Sala anticipa que el cargo formulado carece de vocación de prosperidad, pues, lejos de mostrarse como indebida, la valoración del fallo de 4 de mayo de 2007, se presenta razonable, si se tienen en cuenta las particularidades de la apreciación probatoria que subyace a este tipo de debates judiciales, como lo explicó la autoridad judicial demandada (…) Se desprende que la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado reconoce el carácter absolutorio de la sentencia de 4 de mayo de 2007, como consecuencia de la aplicación del principio in dubio pro reo; no obstante, manifiesta, desde el prisma del derecho civil, que la conducta que precedió la imposición de la medida de aseguramiento fue gravemente culposa, por lo que el actuar de la víctima se constituyó en la causa eficiente de la detención por el incumplimiento de algunos deberes funcionales asignados al vicerrector administrativo de la UPC.(…) De lo anterior se tiene que la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado examina la configuración del eximente a partir de las consideraciones propias del Juez Penal, pero sin desarrollar un análisis civil del comportamiento del investigado, como lo hizo la Subsección “C”, demandada. De allí que no pueda colegirse la materialización del desconocimiento del precedente, máxime si se tiene en cuenta que para el momento de expedición de los fallos comparados, no existía unificación en la materia, como sí lo hay en la actualidad, en la que se pregona la tesis de la Subsección “C” de la Sección Tercera del Consejo de Estado.

NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto del consejero Alberto Yepes Barreiro, sin medio magnético a la fecha.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA
Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
Bogotá, D.C., trece (13) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)
Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02587-01(AC)
Actor: DESIDERIO PADILLA GARCÍA Y OTROS
Demandado: CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C
La Sala decide la impugnación
 interpuesta por la parte actora contra la sentencia de 10 de octubre de 2018, por la cual la Sección Cuarta denegó el amparo de los derechos fundamentales invocados.

I. ANTECEDENTES

1. 
Solicitud

Los señores DESIDERIO PADILLA GARCÍA, IVÁN REINEL PADILLA MORENO
, MARÍA EVANTIA MORENO DE PADILLA y SANDRA MILENA PADILLA MORENO formularon acción de tutela
 contra la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado, al considerar que la demandada vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad.

Tales garantías las estimaron quebrantadas con ocasión de la sentencia de 15 de diciembre de 2017
, proferida por la accionada, mediante la cual revocó la decisión de 14 de junio de 2012, dictada por el Tribunal Administrativo del Cesar, para, en su lugar, declarar probada la excepción de culpa exclusiva de la víctima, en el contexto del proceso de reparación directa con radicado Nº. 2009-00446, seguido contra la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial.

2. 
Hechos

Como sustento fáctico de la demanda, los accionantes señalaron, en síntesis, que: 

2.1. El señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA fue designado en 1997 vicerrector administrativo de la Universidad Popular del Cesar –en adelante UPC–, condición bajo la cual ocupó un lugar en el Comité de Administración y Contratación del referido establecimiento universitario, conformado, a su vez, por el rector y otros funcionarios.

2.2. En el 2002, la UPC adelantó el trámite contractual para la construcción de la biblioteca Sede Campus Universitario, procedimiento cuya dirección estuvo a cargo del Comité de Administración y Contratación.

2.3. Por las presuntas irregularidades acaecidas en el referido contrato de obra, la Fiscalía Sexta Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Valledupar inició investigación contra el señor PADILLA GARCÍA y le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva el 13 de enero de 2003, como presunto coautor de los delitos de falsedad ideológica en documento público, celebración de contratos sin el cumplimiento de los requisitos legales e interés indebido en la celebración de contratos.

La medida restrictiva de la libertad se extendió desde el 23 de enero de 2003
 y hasta el 5 de febrero de 2004
.

2.4. El 25 de noviembre de 2003, el ente investigador acusó al hoy demandante por el ilícito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales y precluyó la investigación por los demás.

2.5. El 4 de mayo de 2007, el Juzgado Primero Penal del Circuito de Valledupar lo absolvió, con fundamento en el principio in dubio pro reo; decisión que fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar el 23 de julio de 2008, al declarar desierto el recurso de apelación propuesto por la parte civil.

La providencia del Ad–quem penal fue objeto del recurso extraordinario de casación, el que fue inadmitido y declarado desierto por parte de la Corte Suprema de Justicia el 5 de agosto de 2009.

2.6. Los tutelantes incoaron demanda de reparación directa contra la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial
 con el propósito de obtener la indemnización de los perjuicios que les fueron irrogados, producto de la privación injusta de la libertad de que fuera objeto el señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA.

2.7. El 14 de junio de 2012, el Tribunal Administrativo del Cesar accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, al encontrar que la carga de la detención se mostraba como desproporcionada para el demandante
, habida cuenta de la absolución de la que había sido favorecido por aplicación del principio in dubio pro reo.

2.8. La Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado revocó la decisión del A quo, por medio de sentencia de 15 de diciembre de 2017, en el sentido de declarar probada la excepción de culpa exclusiva de la víctima.

Ello, por cuanto, a pesar de la absolución, la conducta del señor PADILLA GARCÍA fue determinante para la imposición de la detención preventiva
, lo que rompía la imputación fáctica, necesaria para la declaratoria de responsabilidad del Estado.

3. 
Fundamentos 

Los demandantes atribuyeron dos tipos de yerros contra la providencia censurada, a saber:

3.1. Defecto fáctico

La autoridad demandada valoró indebidamente la sentencia absolutoria, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Valledupar, en la que se determinó que la conducta del señor PADILLA GARCÍA fue respetuosa de las pautas contractuales de la UPC, con lo que desvirtuó la configuración del ilícito de celebración de contrato sin cumplimiento de requisitos legales.

En ese sentido, los accionantes adujeron que, sin la existencia del delito, no podía endilgarse irregularidad alguna al actuar del demandante, que conllevara, por ende, la declaratoria del eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima
.

3.2. Desconocimiento del precedente de la Sección Tercera del Consejo de Estado

El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A” declaró la responsabilidad de las autoridades demandadas por la privación injusta de la libertad del señor Hermel José Daza Torres, mediante fallo de 26 de abril de 2017, por los mismos hechos que conllevaron la investigación penal en contra del señor PADILLA GARCÍA.

En punto de la excepción de culpa exclusiva de la víctima, los demandantes afirmaron que la Sección Tercera, Subsección “A” de esta Corporación había sostenido en la mencionada providencia que su materialización debía ser descartada ante la inexistencia penal del ilícito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales, por lo que no podía afirmarse que, con su conducta, el investigado causó la privación de su libertad; conclusión que debía ser extendida al caso del señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA.

Finalmente, los accionantes manifestaron que la negativa de las pretensiones de su demanda de reparación directa, se traducía en un perjuicio irremediable para el señor PADILLA GARCÍA, pues él y su esposa eran personas de 75 años de edad, que llevaban 15 años esperando a ser indemnizados por los hechos que dieron lugar al proceso administrativo de corte resarcitorio.

4.
Petición de amparo

La parte actora solicitó, a título de amparo constitucional, lo que se trascribe a continuación:

“PRIMERA: Se protejan los derechos fundamentales de los señores DESIDERIO PADILLA GARCÍA, MARÍA EVANTIA MORENO DE PADILLA, IVÁN REINEL PADILLA MORENO Y SANDRA MILENA PADILLA MORENO a la PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEBIDO PROCESO, A LA JUSTICIA Y A LA IGUALDAD y demás derechos fundamentales que como consecuencia de los hechos que son objeto de esta acción pudieran ser vulnerados o estar en peligro por la sentencia proferida por el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, Magistrado Ponente Dr. Guillermo Sánchez Luque, dentro del proceso No. 2001-23-31-000-2009-00446-01 (45618) de ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA contra la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y LA RAMA JUDICIAL, seguido por la privación de la libertad del señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA, ocurrida el 23 de Enero de 2003. 

SEGUNDA: Como consecuencia de lo anterior, REVOCAR O DEJAR SIN EFECTOS, por las razones expuestas en esta acción de tutela, la sentencia proferida por el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, Magistrado Ponente Dr. Guillermo Sánchez Luque, dentro del proceso No. 2001-23-31-000-2009-00446-01 (45618) de ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA contra la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y LA RAMA JUDICIAL, seguido por la privación de la libertad del señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA, ocurrida el 23 de Enero de 2003.

TERCERA: Conforme con lo anterior, dejar en firme lo no apelado por los demandantes, el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Cesar de fecha 14 de junio de 2012, dentro del proceso No. 2001-23-31-000-2009-00446-01 (45618) de ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA contra la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y LA RAMA JUDICIAL, seguido por la privación de la libertad del señor DESIDERIO PADILLA GARCIA, ocurrida el 23 de Enero de 2003.

CUARTO: En consecuencia, solicitar al Honorable Consejo de Estado que en un término que no exceda de cuatro meses, se decidan las solicitudes realizadas dentro de la apelación presentada por los demandantes frente al reconocimiento del lucro cesante y el aumento del monto de los perjuicios morales y del daño a la vida de relación...”

5. 
Trámite de la acción de tutela

Por auto de 3 de agosto de 2018
, el Despacho Sustanciador
 al interior de la Sección Cuarta admitió la acción de tutela y dispuso notificar a los demandantes, así como a la autoridad demandada.

Igualmente, ordenó vincular a la Fiscalía General de la Nación y a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de la Rama para que, en el término de dos días, se pronunciaran respecto de los hechos de tutela.

Remitidas las misivas del caso
, se recibieron las siguientes intervenciones:

6. 
Contestaciones

6.1. De la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado

Con escrito de 16 de agosto de 2018, el Consejero Ponente de la decisión acusada rindió informe, en el que manifestó que las consideraciones expuestas en el fallo censurado eran suficientes para sustentar la improcedencia del amparo solicitado.

6.2. De la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

La entidad administrativa solicitó, a través de memorial de 13 de agosto de 2018, declarar la improcedencia de la acción de tutela, pues de las consideraciones expresadas en ella, no se colegía la existencia de yerro
 alguno que viabilizara el conocimiento del fondo del asunto, sin que en el caso bajo estudio se avizorara la configuración de un perjuicio irremediable.

Por otro lado, la autoridad deprecó la desvinculación del trámite de tutela, ya que la presunta vulneración de los derechos fundamentales alegada por la parte actora, no podía imputarse a su actuar activo u omisivo, teniendo en cuenta las funciones administrativas que le correspondían.

6.3. De la Fiscalía General de la Nación

Con memorial de 14 de agosto de 2018, el ente acusador solicitó la declaratoria de improcedencia del recurso de amparo, por cuanto los demandantes no argumentaron en debida forma alguna de las causales específicas de procedibilidad de la acción cuando se dirige a rebatir la presunción de una providencia judicial.

7. Fallo impugnado

La Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante sentencia de 10 de octubre de 2018, negó las pretensiones de la acción de tutela, bajo el siguiente derrotero argumental:

– En punto del defecto fáctico, el A quo sostuvo que la sentencia exculpatoria, dictada por el Juzgado Penal del Circuito de Valledupar, sí fue tenida en cuenta y valorada en debida forma por la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado, pues en el fallo de 15 de diciembre de 2017, fue un hecho admitido.

Sin embargo, la autoridad judicial demandada manifestó que, a pesar de la absolución y desde la perspectiva del derecho civil, la conducta desplegada por el señor PADILLA GARCÍA podía ser catalogada como gravemente culposa y determinadora de la medida de aseguramiento impuesta en su contra, toda vez que su actuar “…no fue el que se espera[ba] de quien ocupa de forma regular el cargo de vicerrector administrativo de la UPC, que debe ceñirse a la ley, a las normas internas de la universidad y a los conocimientos de su profesión de ingeniero.”

En ese contexto, la Sección Cuarta explicó que, en punto del régimen de la privación injusta de la libertad, la absolución en materia penal no conllevaba automáticamente la atribución de la responsabilidad del Estado, pues era tarea del juez administrativo analizar si, habida cuenta de las circunstancias que rodeaban el asunto, la conducta del detenido explicaba de forma eficiente la imposición de la medida restrictiva de la libertad.

– En relación con el desconocimiento del precedente, el fallador de primera instancia afirmó que no podía predicarse su configuración, por cuanto la culpa exclusiva de la víctima había sido abordada, en la sentencia de 26 de abril de 2017, proferida por la Sección Tercera – Subsección “A”, desde la perspectiva del delito que le había sido endilgado al allí
 investigado, a saber, la falsedad ideológica en documento público.

En aquella oportunidad, la Corporación explicó que no era procedente la declaratoria de culpa exclusiva de la víctima, por cuanto, dentro de las competencias del señor Torres Daza, no estaba la de elaboración del documento sobre el que recayó la falsedad, motivo por el que debía desestimarse la excepción propuesta por la Fiscalía.

Dicho en otros términos, la Sección Cuarta refirió que los supuestos fácticos y jurídicos distaban de un caso al otro.

8. Impugnación

Con memorial de 25 de octubre de 2018, los demandantes impugnaron la providencia del A quo e insistieron en la materialización de los defectos alegados en el libelo introductorio, bajo los mismos argumentos alegados.

Los accionantes agregaron que en el fallo censurado, la Sección Tercera – Subsección “C” transcribió apartes de la resolución de acusación de la Fiscalía, documento del que podía colegirse que la conducta del señor PADILLA GARCÍA, que motivó el proceso penal, se había apoyado en aquella del señor Hermes Torres de Daza; a quien en el proceso de reparación directa, la Sección Tercera – Subsección “A” del Consejo de Estado accedió a sus peticiones indemnizatorias.

Por lo anterior, los demandantes adujeron que si ello era así –relación entre los comportamientos de los señores PADILLA GARCÍA y Torres Daza– no se entendía el por qué la demanda de reparación había prosperado respecto de uno y no en relación con el otro.

Por último, afirmaron que “…una cosa es que la Fiscalía señale unos hechos o conductas y que ello sea cierto, pues solo decirlo y afirmarlo no es suficiente al tenerse que la decisión judicial en este caso le da la razón al procesado…”
.

9. Actuaciones en segunda instancia

Por auto 16 de noviembre de 2018
, el Despacho Sustanciador de la segunda instancia ordenó vincular al Tribunal Administrativo del Cesar, judicatura que profirió el fallo de primera instancia dentro del proceso de reparación directa cuestionado, con el propósito que alegara la nulidad saneable de la que adolecía el trámite.

A pesar de haber sido notificado en debida forma
, esa autoridad judicial guardó silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte actora en contra del fallo de 10 de octubre de 2018, dictado por la Sección Cuarta, de conformidad con lo previsto por el Decreto Ley 2591 de 1991
, 1069 de 2015
 –modificado por el Decreto 1983 del 30 de noviembre de 2017– y por el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003
 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2. Cuestión previa

Como quedó expuesto en los antecedentes de esta providencia, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial elevó, en su contestación de 13 de agosto de 2018, solicitud de desvinculación respecto del trámite de tutela, al considerar que, habida cuenta de sus competencias, no le resultaba endilgable el actuar, presuntamente, vulnerador de derechos fundamentales, ventilado por los accionantes.

Esta Sala de Decisión observa que en el fallo de 10 de octubre de 2018, la Sección Cuarta omitió proveer sobre este pedimento, motivo por el que le corresponde resolver este punto, en el sentido de desestimar la solicitud.

Ello, por cuanto, la vinculación de la referida autoridad administrativa se explica por el interés que le resulta en el trámite –al haber sido una de las autoridades demandadas en el proceso de reparación directa que se cuestiona–, y no como órgano al que le resulte imputable el comportamiento transgresor de garantías fundamentales.

3. Problema jurídico 

De acuerdo con los antecedentes de la acción constitucional, el fallo de tutela de primera instancia, así como los argumentos y consideraciones expuestas en la impugnación, corresponde a la Sala determinar si la decisión recurrida debe confirmarse, modificarse o revocarse, para lo cual analizará los siguientes problemas jurídicos:

– Con ocasión de la providencia censurada, la Sección Tercera, Subsección “C” del Consejo de Estado, ¿incurrió en defecto fáctico por indebida valoración de la sentencia absolutoria, proferida en el proceso penal, en beneficio del señor DESIDERIO PADILLA GARCÍA?

– La autoridad demandada, ¿recayó en desconocimiento del precedente al omitir las disquisiciones efectuadas por la Sección Tercera – Subsección “A” del Consejo de Estado en providencia de 26 de abril de 2017, en punto de la culpa exclusiva de la víctima?

4. Caso concreto

De conformidad con los cuestionamientos jurídicos que subyacen al escrito de impugnación, la Sala abordará el caso concreto como sigue: 

4.1. De la presunta configuración del defecto fáctico

Los accionantes manifiestan que la materialización del defecto fáctico se desprende de la indebida valoración del fallo absolutorio de 4 de mayo de 2007 a favor del señor PADILLA GARCÍA, proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Valledupar.

En su concepto, la declaratoria de la culpa exclusiva de la víctima, dictada por la autoridad judicial demandada en el fallo de 15 de diciembre de 2017, se fundó en la existencia de irregularidades detectadas en el actuar del privado de la libertad, muy a pesar de que las mismas fueron desestimadas en la referida providencia de exculpación.

En otros términos, los accionantes sostienen que el análisis absolutorio de la conducta de PADILLA GARCÍA impedía la atribución de cualquier otro tipo de yerro en su contra, que conllevara el decreto del mencionado eximente de responsabilidad en el contexto del trámite de reparación directa.

Pues bien, sea lo primero advertir que, habida cuenta de la modalidad de defecto fáctico alegada por los recurrentes
, la Sala observa el cumplimiento de los requisitos que, de forma pacífica
, ha erigido para conocer del fondo del asunto en dichos casos, ya que (i) se precisa cuál fue el medio de convicción indebidamente valorado por el juez –sentencia de 4 de mayo de 2007– y (ii) las razones en que se fundamenta el presunto equívoco de apreciación
. 

Bajo ese panorama litigioso, la Sala anticipa que el cargo formulado carece de vocación de prosperidad, pues, lejos de mostrarse como indebida, la valoración del fallo de 4 de mayo de 2007
, se presenta razonable, si se tienen en cuenta las particularidades de la apreciación probatoria que subyace a este tipo de debates judiciales
, como lo explicó la autoridad judicial demandada en su decisión de 15 de diciembre de 2017:

“En materia de responsabilidad del Estado por daños causados por la administración de justicia, el artículo 70 de la Ley 270 de 1996 dispone que la lesión se entenderá como debida a la culpa exclusiva de la víctima, cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo. (…)

A partir de lo prescrito por el artículo 63 del Código Civil, la culpa es la conducta reprochable de la víctima, por violación del deber objetivo de cuidado, al no prever los efectos nocivos de su acto o, habiéndolos previsto, confió imprudentemente en poder evitarlos. Reviste el carácter de culpa grave aquel comportamiento grosero, negligente, despreocupado o temerario, al paso que el dolo es asimilado a la conducta realizada con la intención de generar daño a una persona o a su patrimonio.

La Sala, con arreglo a estas disposiciones, ha exonerado de responsabilidad al Estado en aquellos eventos en los cuales personas, que han sido privadas de la libertad y luego absueltas, contribuyeron con su actuación dolosa o gravemente culposa en la producción del daño.” (Negrilla y subraya fuera de texto)

Se colige del aparte reproducido que, en materia de responsabilidad del Estado por el hecho de la privación injusta de la libertad, el eximente de la culpa exclusiva de la víctima es abordado desde la perspectiva del derecho civil, con el propósito de determinar si la conducta de quien fue sometido a la medida de restricción, puede ser o no calificada de dolosa o gravemente culposa; cualificación de la que dependerá su materialización.

Lo anterior supone una independencia entre la labor adelantada por el juez penal y la desarrollada por el juez contencioso, pues lo cierto es que la inexistencia de irregularidades penales no siempre conlleva su equivalente en materia administrativa, por lo que se descarta, en principio, cualquier tipo de prejudicialidad en la materia.

Una vez explicado ello, la autoridad judicial demandada sostuvo, lo que se transcribe a continuación:

“…el Juzgado Primero Penal del Circuito de Valledupar absolvió a Desiderio Padilla García del delito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales por in dubio pro reo, porque según el régimen contractual de la Universidad, la prueba de la experiencia de los proponentes es facultativa, no se prohíbe el fraccionamiento de una obra y se cumplió con el principio de publicidad [hecho probado 7.8]. 

No obstante, en el proceso se acreditó el comportamiento gravemente culposo del sindicado, pues en virtud de las funciones propias de su cargo, las delegadas por parte del rector y por ser miembro del Comité de Administración y Contratación de la Universidad, participó en el proceso de contratación y no verificó, entre otros, la experiencia de los contratistas, ni el cumplimiento del régimen de inhabilidades e incompatibilidades y del principio de selección objetiva, ni la forma de notificación de la adjudicación.
Ante la situación generada por la propia víctima, al ente investigador no le era exigible una conducta diferente que la de ordenar la medida restrictiva de la libertad y acusar al sindicado con fundamento en los indicios recolectados y que sugerían su participación en el delito de celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales.

En tal virtud, la Sala declarará la configuración de una causa extraña que impide que el daño antijurídico sea imputado a la demandada.”
 (Negrilla y subrayas fuera de texto)

Se desprende que la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado reconoce el carácter absolutorio de la sentencia de 4 de mayo de 2007, como consecuencia de la aplicación del principio in dubio pro reo; no obstante, manifiesta, desde el prisma del derecho civil, que la conducta que precedió la imposición de la medida de aseguramiento fue gravemente culposa, por lo que el actuar de la víctima se constituyó en la causa eficiente de la detención por el incumplimiento de algunos deberes funcionales asignados al vicerrector administrativo de la UPC
.

Nótese que la decisión de dar por probado el eximente de la culpa exclusiva de la víctima, en el asunto censurado, no se funda en las irregularidades, cuya existencia fueron desestimadas por el juez penal, sino en la inobservancia de los deberes institucionales asignados a PADILLA GARCÍA, en su calidad de directivo del mencionado establecimiento universitario, quien no puso oportunamente en conocimiento algunas anomalías durante el trámite contractual para la construcción de la biblioteca de la Sede Campus Universitario.

En ese sentido, la autoridad demandada afirma:

“En efecto, la Fiscalía Sexta Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Valledupar impuso medida de aseguramiento a Desiderio Padilla García [hecho probado 7.2], quien en el cargo que ejercía en la universidad -Vicerrector Administrativo de la Universidad Popular del Cesar, delegatario de la contratación de la institución y miembro del Comité de Administración y Contratación- omitió poner en conocimiento de los entes y funcionarios correspondientes, varias irregularidades que se presentaron en el proceso de selección para la adjudicación del contrato de construcción de la biblioteca de la universidad.” (Negrilla y subrayas fuera de texto)

De allí que la valoración efectuada por la Sección Tercera – Subsección “C” del Consejo de Estado respecto del fallo de 4 de mayo de 2007 se muestre razonable, por cuanto, de un lado, responde a la lógica apreciativa característica de estos juicios de responsabilidad; de otro, ya que, analizada en perspectiva con los demás elementos de prueba –por ejemplo, la providencia en la que se dictó la medida de aseguramiento– arrimados al proceso, la absolución no impedía detectar la existencia de yerros civiles que llevaban a la declaratoria de la culpa exclusiva de la víctima.

Por lo anterior, el cargo se desestima.

4.2. Del presunto desconocimiento del precedente

En sentir de los demandantes, el cuestionamiento tendría configuración, pues por los mismos hechos que dieron origen al proceso penal, la Sección Tercera – Subsección “A” del Consejo de Estado accedió a las pretensiones de la demanda de reparación directa incoada por el señor Hermel José Daza Torres, en sentencia de 26 de abril de 2017.

En dicha providencia se habría desestimado la configuración de la culpa exclusiva de la víctima, bajo el argumento que el ilícito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales imputado al investigado
, no había tenido ocurrencia, por lo que no podía verse en su conducta la causa eficiente para la imposición de la detención preventiva.

El panorama litigioso descrito debe conllevar descartar la materialización del mencionado yerro, pues se advierte de entrada que las decisiones relacionadas fueron proferidas por Subsecciones diferentes al interior de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en una época en la que no existía unificación respecto de la manera cómo debía ser abordada la culpa exclusiva de la víctima en los asuntos relativos al régimen de responsabilidad por privación injusta
.

En efecto, mientras la decisión de 26 de abril de 2017 fue expedida por la Subsección “A” de la Sección Tercera, la sentencia de 15 de diciembre de esa misma anualidad –censurada– lo fue por la Subsección “C” de esa misma Judicatura, sin que pudiera predicarse para esta última la obligación de seguir la cuerda considerativa desplegada por la primera de las Subsecciones.

Ahora bien, la Sala resalta un aspecto esencial para la resolución del cargo, toda vez que el estudio que se desprende de la culpa exclusiva de la víctima dista entre las sentencias relacionadas por los demandantes.

En ese sentido, la decisión de 26 de abril de 2017 la emprende sin hacer referencia alguna al análisis que, desde el prisma del derecho civil, fuere efectuado por la Subsección “C” en el fallo de 15 de diciembre de 2017.

Al respecto, la providencia de la Subsección “A” explica:

“No obstante, para la Sala, no son de recibo estos argumentos [culpa exclusiva de la víctima], porque, contrario a lo afirmado por la Fiscalía, en el proceso penal se encontró probado que la contratación para la construcción de la biblioteca "sede campus universitario” se adelantó conforme con el estatuto de contratación de la Universidad Popular del Cesar (Acuerdo 006 de 1999), es decir, que el proceder del señor Daza Torres se ajustó a la normativa aplicable en la suscripción de los contratos de la institución en la que desempeñaba el cargo de asesor y, por ende, no puede afirmarse que provocó la privación de la libertad de la que fue objeto.”

De lo anterior se tiene que la Subsección “A” de la Sección Tercera del Consejo de Estado examina la configuración del eximente a partir de las consideraciones propias del Juez Penal, pero sin desarrollar un análisis civil del comportamiento del investigado, como lo hizo la Subsección “C”, demandada.

De allí que no pueda colegirse la materialización del desconocimiento del precedente, máxime si se tiene en cuenta que para el momento de expedición de los fallos comparados, no existía unificación en la materia, como sí lo hay en la actualidad, en la que se pregona la tesis de la Subsección “C” de la Sección Tercera del Consejo de Estado
.

Por lo anterior, el cargo se desestima.

Los anteriores motivos redundan en mérito para confirmar la sentencia de 10 de octubre de 2018, proferida por la Sección Cuarta, mediante la cual denegó el amparo deprecado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO. – NEGAR la solicitud de desvinculación propuesta por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial de la Rama, por las razones expuestas en la parte considerativa de este proveído.

SEGUNDO. - CONFIRMAR la sentencia de 10 de octubre de 2018 de la Sección Cuarta del Consejo de Estado por las razones expuestas en este proveído.

TERCERO. - NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO. - Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero

Aclara voto

[image: image1.png]150 9001 1000

icontec «iconte

SC5780-6-1 GP059-6-1




� Folios 129 – 134.


� Quien actúa en nombre propio y en representación judicial de sus señores padres y hermana. Esto último en su condición de abogado titulado.


� 30 de julio de 2018.


� Notificada por edicto fijado entre el 2 y el 5 de mayo de 2018.


� Fecha para la cual el demandante se presentó voluntariamente ante la Fiscalía para el cumplimiento de la medida de restricción de su libertad.


� Fecha en la cual fue revocada por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar.


� 14 de diciembre de 2009.


� Señor PADILLA GARCÍA.


� En ese sentido, el fallo de 15 de diciembre de 2017 sostiene: “…en el proceso se acreditó el comportamiento gravemente culposo del sindicado [quien] participó en el proceso de contratación y no verificó, entre otros, la experiencia de los contratistas, ni el cumplimiento del régimen de inhabilidades e incompatibilidades y del principio de selección objetiva, ni la forma de notificación de la adjudicación.


� Folio 2 “Así las cosas, como [sic] es posible que contribuya dolosa o gravemente la producción del daño si no hubo daño.”


� Folio 8.


� Folio 97.


� Magistrado Julio Roberto Piza Rodríguez.


� Folios 98 – 100.


� Folio 114.


� Folios 102-104.


� Relativos a los presupuestos especiales de procedencia del amparo en contra de providencias judiciales.


� Folios 110-113.


� Folios 116-122.


� Folio 121.


� Señor Hermes Torres Daza.


� La decisión fue notificada el 22 de octubre de 2018.


� Folio 133.


� Folio 162.


� Folio 163.


� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”.


� “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”


� «Por medio del cual se modifica el reglamento del Consejo de Estado».


� El título corresponde al argumento esbozado por los demandantes.


� Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas.


� Ver, entre otras: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Rad. 11001-03-15-000-2017-01277. C.P. Alberto Yepes Barreiro. Sentencia de 8 de noviembre de 2017.


� Expuestas con antelación.





� Dictado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Valledupar.


� Luego de que se alega la culpa exclusiva de la víctima.


� Folio 31 del expediente.


� Verificación, v. gr., del régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los contratistas.


� Señor Daza Torres.


� En la actualidad, la Sección Tercera, por medio de fallo de 15 de agosto de 2018, unificó la manera cómo debe ser estudiada la culpa exclusiva de la víctima en los procesos de reparación directa por privación injusta. Rad. 66001-23-31-000-2010-00235 01 (46.947).


� En punto a su parte resolutiva, la sentencia de unificación de 15 de agosto de 2018 dispone: “PRIMERO: MODIFÍCASE LA JURISPRUDENCIA DE LA SECCIÓN TERCERA en relación con los casos en que la litis gravita en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños irrogados con ocasión de la privación de la libertad de una persona a la que, posteriormente, se le revoca esa medida, sea cual fuere la causa de ello, y UNIFÍCANSE criterios en el sentido de que, en lo sucesivo, en esos casos, el juez deberá verificar: 1) Si el daño (privación de la libertad) fue antijurídico o no, a la luz del artículo 90 de la Constitución Política; 2) Si quien fue privado de la libertad actuó con culpa grave o dolo, desde el punto de vista meramente civil -análisis que hará, incluso de oficio-, y si con ello dio lugar a la apertura del proceso penal y a la subsecuente imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva (artículos 70 de la ley 270 de 1996 y 63 del Código Civil)”. (Negrilla y subraya fuera de texto.)





